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DERECHOS AL DEBIDO PROCESO ADMINISTRATIVO Y DE PETICIÓN / AUSENCIA DE LA VULNERACIÓN ARGÜIDA. De acuerdo con lo establecido en el artículo 83 de la Ley 1437/11 el silencio administrativo negativo -que se da en la generalidad de los casos-, se presenta cuando se eleva una petición y la ley señala un plazo superior a los tres meses para resolverla sin que esta se hubiere decidido, y entonces se producirá al cabo de un mes contado a partir de la fecha en que debió adoptarse la decisión; de otra parte, el silencio administrativo positivo, definido en el canon 84 de la misma normativa, opera únicamente en los casos taxativos señalados en la disposiciones legales, es decir, su consagración debe estar reglada de manera expresa. Se tiene entonces que en este caso no se presenta ninguna de las figuras establecidas en el procedimiento administrativo ni afectación al derecho fundamental de petición, puesto que no se omitió dar respuesta a la solicitud elevada por el actor ante el Departamento de Risaralda, tal como lo refirió la accionada al descorrer el traslado, y como se evidencia en los documentos anexos al escrito; incluso, en el mismo accionante refirió en la demanda que radicó la solicitud en mayo 15 de 2017 y que fue contestada en junio 10 del presente año, además de admitir que por parte de la entidad recaudadora no se aceptó lo pretendido por él. De igual manera, se tiene que en caso de que tal omisión se hubiese presentado, como ya se dijo, esa mera circunstancia no permitiría alegar un silencio administrativo positivo, puesto que debe apoyarse en una norma que consagre de manera expresa esa situación, la cual en materia tributaria no se contempla.
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1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este proveído la impugnación interpuesta por el señor MIGUEL ÁNGEL JIMÉNEZ, frente al fallo proferido por el Juez Cuarto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, con ocasión de la acción de tutela impetrada por él contra el Departamento de Risaralda.

2.- DEMANDA 

Los hechos narrados en el escrito de tutela se pueden concretar así: (i) el señor MIGUEL ÁNGEL JIMÉNEZ  es propietario del vehículo de placas DHQ503 matriculado en el Instituto Municipal de Tránsito de esta ciudad; (ii) aparece como deudor del impuesto de vehículo correspondiente a los años 2012, 2013, 2014 y 2015; (iii) nunca fue notificado de las fechas límites de pago para evitar incurrir multas y sanciones; (iv) ha elevado solicitudes a la administración con el propósito de que le sea recibido el pago únicamente del capital sin los intereses y multas causadas; (v) al no haberse dado respuesta a su petición dentro del término legal, , se configuró a su favor silencio administrativo positivo; y (vi) el mencionado automotor es su herramienta de trabajo, y le permite obtener los ingresos económicos para el sostenimiento de su familia.
Con fundamento en lo anterior, solicita le sean protegidos los derechos fundamentales al debido proceso, a la libre movilización y al trabajo; y, en consecuencia, se aplique el silencio administrativo positivo, y se le permita el pago de los impuestos del vehículo sin recargos ni multas. Así mismo, se conmine a cesar todo procedimiento legal o administrativo en contra suya o de su vehículo.
3.- TRÁMITE Y FALLO 

3.1.- La actuación correspondió por reparto inicialmente al Juzgado Primero Penal Municipal de esta ciudad, despacho que declaró su incompetencia para conocer el asunto. 
El trámite fue reasignado al Juzgado Cuarto Penal del Circuito de esta ciudad, el cual admitió la demanda, corrió el traslado respectivo a la accionada, y vinculó a la Secretaría de Hacienda Departamental y al Instituto de Movilidad de Pereira (Rda.).

- La apoderada del Departamento de Risaralda indicó que es de amplio conocimiento a nivel nacional la obligación de declarar el pago del impuesto de vehículo de los automotores de propiedad de cualquier ciudadano, que aparezcan debidamente inscritos en el respectivo certificado de tradición. 

Señaló que el actor presenta mora en la declaración de impuesto de vehículo correspondiente al automotor de placas DHQ-503, durante las vigencias fiscales de 2012, 2013, 2014 y 2015.

Resalta que el desconocimiento de la ley no puede servir de excusa para sustraerse de un deber que legalmente le corresponde asumir, máxime que para el caso concreto las obligaciones tributarias a cargo del actor fueron debidamente notificadas, además de habérsele advertido en reiteradas ocasiones mediante innumerables contestaciones a los múltiples derechos de petición que ha elevado, que no es posible acceder a su pretensión de efectuar el pago del impuesto sin sanciones ni interés conforme las disposiciones que rigen la materia.
De acuerdo a lo establecido en el artículo 188 de la Ordenanza 015 de diciembre 10 de 2015 las causales de exoneración del pago allí consignadas son aplicables si el contribuyente aporta en debida forma la documentación que permita soportar alguna de las circunstancias a las que alude la norma.
Si bien el tutelante de manera insistente ha pedido la declaratoria de silencio administrativo positivo, de conformidad con las pruebas obrantes en el expediente se ha comprobado que dicha figura en manera alguna se ha configurado en el evento sometido a estudio.
El impuesto de vehículo es una renta de carácter fiscal, y por ello la importancia de no incurrir en error alguno frente a la exoneración o cualquier otro trámite que implique cerrar procesos, exonerar o prescribir vigencias en mora, en aras de no incurrir en detrimento patrimonial del Estado.

Es claro que por parte de la Gobernación de Risaralda no se ha incurrido en la vulneración de ningún derecho fundamental del accionante, puesto que su actuación ha estado enmarcada dentro de la legalidad, y la normativa aplicable contempla el decreto de medidas cautelares encausadas a sanear obligaciones pendientes del fisco departamental.

La acción de tutela solo procede cuando no existan otros medios para buscar la protección del derecho vulnerado, y en este caso el actor tiene otros mecanismos legales que debe agotar previamente.

Con fundamento en lo anterior, solicita se desvincule a ese ente territorial, y se declare que no ha vulnerado ninguna garantía fundamental.
- El Director General del Instituto de Movilidad de Pereira informó que de acuerdo con lo manifestado por el accionante en la tutela, se procedió a consultar la documentación existente en la carpeta del vehículo identificado con placas DHQ503, y se encontró que existe documentación de trámite de matrícula inicial con radicado de octubre 21 de 2011, y el pago del impuesto de rodamiento correspondiente a esa anualidad.
Señala cuáles son las funciones de ese instituto de acuerdo con lo establecido en el artículo 7 del Código Nacional de Tránsito -Ley 769/02-, dentro de las cuales no está la de liquidar, recaudar u ordenar embargos o medidas cautelares, ni expedir o notificar actos administrativos por concepto de impuestos de rodamiento a los vehículos matriculados en Risaralda.

Solicita desvincular a la entidad que representa de esta actuación, por cuanto no ha amenazado o violado ningún derecho fundamental del tutelante.

3.2.- Dentro del término constitucional y legal (agosto 14 de 2017) el citado despacho profirió sentencia mediante la cual declaró improcedente la acción invocada, al no advertirse la vulneración de ninguna garantía fundamental por parte de la entidad accionada, y en atención  que el amparo constitucional no puede utilizarse para controvertir decisiones de carácter administrativo, frente a las cuales no utilizó los medios judiciales y administrativos que tenía  su alcance.
4.- IMPUGNACIÓN

El accionante se mostró inconforme con la determinación y solicitó que la misma se revoque y se acceda a sus pretensiones. Al efecto argumentó:

Se incurrió por parte del juez en un error de hecho y de derecho al haber declarado la improcedencia de la acción, sin haber analizado cada uno de los actos administrativos que en su contra emitió el Departamento de Risaralda, y con los cuales ha afectado sus derechos fundamentales.

Debe tenerse en consideración que la entidad en su condición de recaudadora no realizó las notificaciones conforme lo dispuesto en el Estatuto Tributario, de acuerdo con el cual debe informársele la fecha límite de pago, los beneficios por hacerlo en forma oportuna, y las sanciones por la cancelación en forma tardía. Esa omisión afecta además su derecho a la igualdad, toda vez que muchas personas que fueron notificadas en debida forma lograron pagar en forma oportuna. 
El Departamento de Risaralda lo notificó en el año 2015 sobre la existencia de unas sanciones y el mandamiento de pago del impuesto correspondiente al año 2012, y una vez revisó por internet se dio cuenta del estado de multas y comparendos.
Para el despacho de primera instancia es extemporánea la reclamación respecto de los actos administrativos, pero debe tenerse en consideración que la acción se inició una vez agotó la vía administrativa y se le informó por parte del Departamento que no es posible acceder a la rebaja de intereses y sanciones.
Reitera que la entidad demandada incurrió en silencio administrativo positivo a su favor, por cuanto no procedió a solucionar las peticiones elevadas por él.

Señala que es un daño irreparable que se pretenda enajenar su automotor por parte de la entidad accionada, toda vez que es su medio de trabajo y la fuente de ingresos para la manutención de su familia, aunado a que a su edad es muy difícil conseguir un empleo formal bien remunerado.
5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada contra el fallo proferido por el Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, de conformidad con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1382 de 2000.

5.1.- Problema jurídico planteado
Corresponde al Tribunal determinar el grado de acierto o desacierto contenido en el fallo impugnado, en cuanto declaró improcedente el amparo constitucional. De conformidad con el resultado, se procederá a tomar la determinación pertinente, ya sea convalidando la decisión, revocándola o modificándola.

5.2.- Solución a la controversia 

La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

La situación que refiere el tutelante como quebrantadora de sus derechos es atinente a la negativa por parte del Departamento de Risaralda de acceder a su pretensión de que le sea recibido el pago del impuesto de vehículo correspondiente a las vigencias fiscales de los años 2012, 2013, 2014 y 2015, sin asumir intereses ni sanciones por mora, toda vez que asegura que dicho ente territorial incumplió con el deber de informarle mediante notificación las fechas en las que debía efectuarse dichos pagos. 
Al respecto debe advertir la Sala que el actor presenta argumentos contradictorios para fundamentar la demanda, ya que indica que a su favor se configuró silencio administrativo positivo porque la accionada no resolvió dentro del término oportuno sus solicitudes, pero seguidamente refiere que la entidad se negó a acceder a su requerimiento, y por ello acude a la acción constitucional de tutela.
Lo primero que debe decir la Corporación es que se advierte que el actor confunde la no contestación de un derecho de petición con la figura del silencio administrativo positivo, pese a que éstos constituyen escenarios diferentes, como pasa a explicarse.
Si bien el derecho de petición puede ser el inicio de una actuación administrativa en la que se configure el silencio administrativo, positivo o negativo, su no contestación no genera de manera automática alguna de esas situaciones.

De acuerdo con lo establecido en el artículo 83 de la Ley 1437/11 el silencio administrativo negativo -que se da en la generalidad de los casos-, se presenta cuando se eleva una petición y la ley señala un plazo superior a los tres meses para resolverla sin que esta se hubiere decidido, y entonces se producirá al cabo de un mes contado a partir de la fecha en que debió adoptarse la decisión; de otra parte, el silencio administrativo positivo, definido en el canon 84 de la misma normativa, opera únicamente en los casos taxativos señalados en la disposiciones legales, es decir, su consagración debe estar reglada de manera expresa.
Se tiene entonces que en este caso no se presenta ninguna de las figuras establecidas en el procedimiento administrativo ni afectación al derecho fundamental de petición, puesto que no se omitió dar respuesta a la solicitud elevada por el actor ante el Departamento de Risaralda, tal como lo refirió la accionada al descorrer el traslado, y como se evidencia en los documentos anexos al escrito; incluso, en el mismo accionante refirió en la demanda que radicó la solicitud en mayo 15 de 2017 y que fue contestada en junio 10 del presente año, además de admitir que por parte de la entidad recaudadora no se aceptó lo pretendido por él.
De igual manera, se tiene que en caso de que tal omisión se hubiese presentado, como ya se dijo, esa mera circunstancia no permitiría alegar un silencio administrativo positivo, puesto que debe apoyarse en una norma que consagre de manera expresa esa situación, la cual en materia tributaria no se contempla.
El impuesto de vehículos es un tributo de creación legal consagrado en los artículos 146 de la Ley 488/98 y 106 de la Ley 633/00, disposiciones en las que se establece que debe efectuarse un pago anual por ese concepto al departamento; por tanto, la ignorancia de esa obligación legal no puede tenerse como excusa válida para omitir el pago correspondiente, y mucho menos la falta de notificación de dicho deber, cuando ello no está regulado normativamente.
Ahora, puede aseverarse que la mayoría de los ciudadanos que adquieren un vehículo tienen conocimiento que el mismo está sujeto a impuestos que deben ser asumidos por el propietario, de lo que puede deducirse que el tutelante era perfectamente consciente de su obligación en tal sentido.
Lo pretendido por el accionante entonces es controvertir los actos administrativos que fueron proferidos con ocasión de la falta de pago del impuesto del vehículo de su propiedad, y por tanto debe recordarse que la acción de tutela no procede cuando existan otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo que se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable, caso en el cual se debe demostrar la premura de la situación y la importancia del auxilio constitucional; es decir, que no puede utilizarse como forma de evadir o reemplazar los procesos ordinarios o especiales contemplados de manera general por la ley
. 
En igual sentido la jurisprudencia del máximo órgano en materia constitucional ha determinado que este mecanismo constitucional en principio resulta improcedente para controvertir un acto administrativo por cuanto para ello debe acudirse a la jurisdicción contencioso administrativa, a no ser que los medios ordinarios resulten ineficaces o se esté ante la posibilidad de la ocurrencia de un perjuicio irremediable, eventos en los cuales si es viable buscar la protección de los derechos que se estiman vulnerados por intermedio de la acción de tutela. Al respecto precisó lo siguiente:

“[…]1.1.3 Las actuaciones de la administración, entre las que se encuentran los actos administrativos particulares y concretos, son controvertibles en la jurisdicción contenciosa, por ejemplo, mediante la acción de nulidad y restablecimiento del derecho; mecanismo que ha sido considerado por la Corte – en principio – como idóneo y eficaz para resolver problemas jurídicos de este tipo[4]. Por lo demás, las posibles demoras en el tiempo debido al trámite normal de esa clase de procesos, fueron previstas y solventadas por el constituyente cuando estableció la posibilidad de solicitar la suspensión provisional del acto administrativo controvertido […]

 

1.1.6 Así las cosas, al existir los mecanismos de defensa judicial idóneos para controvertir actos administrativos de carácter particular y concreto, la acción de tutela – en principio – se torna improcedente. Por lo mismo, y debido a la posibilidad de solicitar la suspensión provisional del acto, el análisis que el juez de tutela debe hacer ante la posible ocurrencia del perjuicio irremediable se torna más estricto que frente a las transgresiones a derechos fundamentales que se producen mediante providencias judiciales. En efecto, en la precitada sentencia, la Corte señaló que “(…) el análisis de la existencia de una vulneración de un derecho fundamental por un acto administrativo a través de la acción de tutela, exige un análisis más intenso que el llevado a cabo frente a providencias judiciales que vulneren derechos”.Finalmente, si la persona ha dejado caducar el término para acudir a los mecanismos de defensa judicial ordinarios, la acción de tutela se torna improcedente, pues no puede servir como un mecanismo para revivir etapas procesales o acciones que no fueron ejercidas por negligencia de la parte interesada.[…]”

En el asunto sometido a estudio, conforme lo ya analizado, no se advierte vulneración de ninguna de las garantías fundamental a la que alude el accionante, como tampoco la existencia de un perjuicio irremediable, ni la necesidad de obviar los procedimientos propios que deben adelantarse, pues si bien es posible que la administración ordene el embargo y secuestro de su vehículo, ello es producto de su incumplimiento de una obligación legal.
No se observa tampoco que la actuación de la accionada haya ido en detrimento de sus derechos fundamentales, sino que por el contrario, estuvo enmarcada dentro de la normativa vigente, en cumplimiento de las atribuciones y facultades que tiene para efectuar el cobro de impuestos a favor del Departamento.
En conclusión, acorde con lo analizado en precedencia, la Sala considera que la tutela no puede ser la vía judicial apropiada para controvertir las actuaciones realizadas por el Departamento de Risaralda respecto al cobro del impuesto vehicular; por tanto, se concluye que la presente acción no reúne los requisitos mínimos de procedibilidad, ni tampoco se encuentran probados los elementos necesarios para considerarla viable como mecanismo transitorio. 

Acorde con lo anterior, se confirmará el fallo objeto de recurso. 

6.- DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

FALLA

PRIMERO: SE CONFIRMA la sentencia de tutela objeto de este proferimiento. 
SEGUNDO: Por Secretaría se remitirá el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

 JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA
La Secretaria de la Sala,

MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ 
� Ver sentencia a T-313/05.





� Sentencia T-338/10
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